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Señores,  
JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ  
E-mail: correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co  
E.S.D 
 

MEDIO DE CONTROL  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

RADICADO  11001333501120230009700  

DEMANDANTE  DAMARY SÁNCHEZ LOZANO 

DEMANDADOS CONTESTACIÓN A DEMANDA DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO 
DEL DERECHO 

 
 
MIGUEL ARTURO YAÑEZ QUENGUAN, mayor de edad y vecino de Medellín, identificado con 
cédula de ciudadanía No. 1.214.743.393, portador de la Tarjeta Profesional No. 369.588 del 
Consejo Superior de la Judicatura y correo electrónico myanez@udemedellin.edu.co, 
actuando en calidad de apoderado especial de la UNIVERSIDAD DE MEDELLÍN, Institución de 
Educación Superior no oficial, de utilidad común y sin ánimo de lucro, con personería jurídica 
reconocida mediante Resolución 103 de 31 de julio de 1950 expedida por el Ministerio de 
Justicia, de conformidad con el poder adjunto otorgado por el Rector y representante legal 
de esta Corporación, estando dentro del término legal correspondiente, por medio del 
presente escrito, me permito dar respuesta a la demanda de nulidad y restablecimiento del 
derecho interpuesta por la señora, DAMARY SÁNCHEZ LOZANO, en los siguientes términos: 

 

 

I. CONSIDERACIONES PREVIAS 

  

La Universidad de Medellín, en ejercicio de las facultades conferidas por medio del  artículo 
2° del Decreto Ley 760 de 2005  y contrato de prestación de servicios N° 119 de 2018, suscrito 
con la Comisión Nacional del Servicio Civil, fue delegada para que durante el Proceso de 
Selección publicado mediante la Convocatoria 436 de 2017 desarrollara las pruebas de 
valoración de antecedentes y técnico-pedagógica, desde el diseño, la construcción, 
aplicación y calificación de pruebas, así como la atención de las reclamaciones presentadas 
por los aspirantes, hasta la consolidación de la información para la conformación de la lista 
de elegibles; debiendo observar para el efecto el procedimiento y los términos establecidos 
en la Ley respecto a este punto, además de las acciones constitucionales y legales que se le 
otorgue para ejercer su derecho de defensa y contradicción acerca de los resultados 
obtenidos durante el proceso de Concurso de Méritos.  

  

 Respecto del Régimen de carrera que procede para la provisión de cargos de carrera 
administrativa. 

 
Mediante sentencia T -654 de 2011, En fallo de unificación1, La Corte consideró: 
  

“La Constitución de 1991, con las salvedades que ella misma indica, ha hecho 
del sistema de carrera el Distrital y obligatorio para la provisión de cargos al 
servicio del Estado, en todas sus ramas y órganos, para el ascenso dentro de la 
jerarquía de cada uno de ellos, para la permanencia de los empleados y para el 
retiro del servicio público (art. 125 C.P.).” 

 
1 SU-133 del 2 de abril de 1998 MP. José Gregorio Hernández. 
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Sobre ese aspecto, la Corte ha considerado, que el régimen de carrera encuentra su 
fundamento en tres objetivos básicos: 1) El óptimo funcionamiento en el servicio público, 
desarrollado en condiciones de igualdad, eficiencia, eficacia, imparcialidad y moralidad; 2) 
Para garantizar el ejercicio del derecho al acceso y al desempeño de funciones y cargos 
públicos; y 3) Para proteger y respetar los derechos subjetivos de los trabajadores al servicio 
de Estado, originados en el principio de estabilidad en el empleo2. 

 

Es preciso tener en cuenta que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 31 de la Ley 
909 de 2004 en concordancia con lo dispuesto en el Decreto 1083 de 2015, la convocatoria 
es norma reguladora de todo concurso y a ella quedan obligados tanto la CNSC, como la 
entidad que convoca el concurso y todos los participantes. (Negrilla fuera de texto). 

 

De igual forma, la Sala Plena de la Corte, en sentencia SU-133 de 19983, unificó la doctrina 
referida a los concursos en los siguientes términos: 
 

“el concurso es el mecanismo considerado idóneo para que el Estado, dentro 
de criterios de imparcialidad y objetividad, mida el mérito, las capacidades, la 
preparación y las aptitudes Distritales y específicas de los distintos aspirantes a 
un cargo, con el fin de escoger entre ellos al que mejor pueda desempeñarlo, 
apartándose en esa función de consideraciones subjetivas, de preferencias o 
animadversiones y de toda influencia política, económica o de otra índole. 
  
La finalidad del concurso estriba en últimas en que la vacante existente se llene 
con la mejor opción, es decir, con aquel de los concursantes que haya obtenido 
el más alto puntaje. A través de él se evalúa y califica el mérito del aspirante 
para ser elegido o nombrado” 

 

En este sentido esta Corporación en sentencia T-256 del 12 de junio de 20084, señaló: 
  

“En sentencia T- 256 de 19955, la Corte Constitucional señaló claramente la 
necesidad de respetar las bases del concurso:  
  
“... Al señalarse por la administración las bases del concurso, estas se 
convierten en reglas particulares obligatorias tanto para los participantes como 
para aquélla; es decir, que a través de dichas reglas la administración se 
autovincula y autocontrola, en el sentido de que debe respetarlas y que su 
actividad, en cuanto a la selección de los aspirantes que califiquen para acceder 
al empleo o empleos correspondientes, se encuentra previamente regulada, de 
modo que no puede actuar en forma discrecional al realizar dicha selección. Por 
consiguiente, cuando la administración se aparta o desconoce las reglas del 
concurso o rompe la imparcialidad con la cual debe actuar, o manipula los 
resultados del concurso, falta a la buena fe (art. 83 C.P.), incurre en violación 
de los principios que rigen la actividad administrativa (igualdad, moralidad, 
eficacia e imparcialidad), y por contera, puede violar los derechos 
fundamentales al debido proceso, a la igualdad y al trabajo de quienes 
participaron en el concurso y resultan lesionados en sus intereses por el 
proceder irregular de aquélla.”” 

  

 
2 Sentencia 1079 del 5 de dic. 2002 MP. Rodrigo Escobar Gil. 
3 M.P. José Gregorio Hernández Galindo 
4 MP. Humberto Sierra Porto. 
5 En el mismo sentido se pueden ver las sentencias T- 298 de 1995, T- 325 de 1995, T- 433 de 1995 y T- 344 de 2003. 
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No en vano, el artículo 125 de la Constitución Política de 1991 señaló también que “el ingreso 
a los cargos de carrera (regla Distrital de vinculación a la función pública) se hará previo 
cumplimiento de los requisitos y condiciones fijados en la Ley para determinar los méritos y 
calidades de los aspirantes. Esta regla, en virtud del principio de legalidad (art. 6 C.P.), es 
aplicable a todos los servidores públicos, en el sentido que, en cualquier caso, deberán 
cumplirse los requisitos constitucionales o legales para ocupar el cargo”  

 

Precisamente, en virtud de la delegación que realizó la Comisión Nacional del Servicio Civil a 
la Universidad de Medellín, con apoyo en el artículo 30 de la Ley 909 de 2004, esta Institución 
es rigurosa al momento de realizar las etapas del proceso de selección para las cuales es 
contratada, ya que si bien existe el derecho para los ciudadanos del acceso al desempeño a 
las funciones y cargos públicos6 también lo es el hecho de exigir determinadas calidades para 
acceder a ellos.  

 

En ese entendido, debe darse plena observancia del Manual de Funciones de la entidad y la 
Oferta Pública de Empleos de Carrera Administrativa-OPEC-, que para el caso concreto se 
encuentra contenida en el Manual de Funciones que hace parte de la CONVOCATORIA No. 
436 DE 2017 SERVICIO NACIONAL DE APRENDIZAJE –SENA-, como por las instituciones que 
adelantan los procesos de selección, no solo es una responsabilidad contractual, sino 
también una necesidad estatal que busca personas competentes y aptas para ocupar los 
cargos a proveer.    

  
Respecto a las etapas del proceso como integralidad  

  

La Ley 909 de 2004, reglamentada parcialmente por el Decreto Nacional 4500 de 2005; 
Decreto Nacional 3905 de 2009 y Decreto Nacional 4567 de 2011, señala en su artículo 31 
las etapas del proceso de selección o concurso, comprendiendo:   
 

“1. Convocatoria. La convocatoria, que deberá ser suscrita por la Comisión Nacional del 
Servicio Civil, el Jefe de la entidad u organismo, es norma reguladora de todo concurso y 
obliga tanto a la administración, como a las entidades contratadas para la realización del 
concurso y a los participantes. 
 

2. Reclutamiento. Esta etapa tiene como objetivo atraer e inscribir el mayor número de 

aspirantes que reúnan los requisitos para el desempeño de los empleos objeto del 

concurso.  

 

3. Pruebas. Las pruebas o instrumentos de selección tienen como finalidad apreciar la 

capacidad, idoneidad y adecuación de los aspirantes a los diferentes empleos que se 

convoquen, así como establecer una clasificación de los candidatos respecto a las 

calidades requeridas para desempeñar con efectividad las funciones de un empleo o 

cuadro funcional de empleos.  

 

La valoración de estos factores se efectuará a través de medios técnicos, los cuales deben 
responder a criterios de objetividad e imparcialidad.  
 

Las pruebas aplicadas o a utilizarse en los procesos de selección tienen carácter reservado, 
solo serán de conocimiento de las personas que indique la Comisión Nacional del Servicio 
Civil en desarrollo de los procesos de reclamación.  

 
6 Constitución Política, artículo 40.7   
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(…)  

4. Listas de elegibles. Con los resultados de las pruebas la Comisión Nacional del Servicio 

Civil o la entidad contratada, por delegación de aquella, elaborará en estricto orden de 

mérito la lista de elegibles que tendrá una vigencia de dos (2) años. Con esta y en estricto 

orden de mérito se cubrirán las vacantes para las cuales se efectuó el concurso. (…) 

 

5. Período de prueba. La persona no inscrita en carrera administrativa que haya sido 

seleccionada por concurso será nombrada en período de prueba, por el término de seis (6) 

meses, al final de los cuales le será evaluado el desempeño, de acuerdo con lo previsto en 

el reglamento. 

 
Aprobado dicho período al obtener evaluación satisfactoria el empleado adquiere los 
derechos de la carrera, los que deberán ser declarados mediante la inscripción en el 
Registro Público de la Carrera Administrativa. De no obtener calificación satisfactoria del 
período de prueba, el nombramiento del empleado será declarado insubsistente. El 
empleado inscrito en el Registro Público de Carrera Administrativa que supere un concurso 
será nombrado en período de prueba, al final del cual se le actualizará su inscripción en el 
Registro Público, si obtiene calificación satisfactoria en la evaluación del desempeño 
laboral. En caso contrario, regresará al empleo que venía desempeñando antes del 
concurso y conserva su inscripción en la carrera administrativa. Mientras se produce la 
calificación del período de prueba, el cargo del cual era titular el empleado ascendido 
podrá ser provisto por encargo o mediante nombramiento provisional.  

 

PARÁGRAFO. En el reglamento se establecerán los parámetros Distritales para la 
determinación y aplicación de los instrumentos de selección a utilizarse en los concursos”.  

 

Además, el artículo 4 del Documento Compilatorio de los Acuerdos Contentivos de la 
Convocatoria No. 436 de 2017-SENA es claro en indicar las fases que se llevan a cabo para 
dicho concurso, estableciendo que:  

 
“ARTÍCULO 4º. ESTRUCTURA DEL PROCESO. El presente Concurso Abierto de Méritos para 
la selección de los aspirantes tendrá las siguientes fases: 
 
1. Convocatoria y divulgación. 
2. Inscripciones. 
3. Verificación de requisitos mínimos.  
4. Aplicación de pruebas. 

4.1 Pruebas sobre Competencias Básicas y Funcionales. 
4.2 Pruebas sobre Competencias Comportamentales. 
4.3 Valoración de Antecedentes. 
4.4 Prueba Técnico-Pedagógica para cargos de Instructor. 

5. Conformación de Listas de Elegibles. 
6. Período de Prueba. 
 
PARÁGRAFO. En los artículos posteriores a este Acuerdo se desarrollarán cada una de las 
etapas previstas en este artículo, incluyendo las reclamaciones procedentes y el término 
para presentarlas en cada caso.”. 
 
[…]” 
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De igual forma, se resalta entonces que esta Institución de conformidad con el objeto 
contractual para desarrollar la Convocatoria No. 436 de 2017 Servicio Nacional de 
Aprendizaje –SENA- le corresponde como operadora del concurso de acuerdo a la estructura 
del proceso, la etapa número 4.3 en adelante conocida como “Valoración de Antecedentes” 
y “Prueba Técnico-Pedagógica para cargos de Instructor” y todo lo concerniente a la misma, 
entre ellas la recepción de reclamaciones que se desprendan luego de aplicada cada prueba 
subsiguiente.  
 

ARTICULO 39. PRUEBA DE VALORACIÓN DE ANTECEDENTES. Esta prueba tendrá 
carácter clasificatorio y tiene por objeto la valoración de la formación y de la 
experiencia acreditada por el aspirante, adicional a los requisitos mínimos exigidos 
para el empleo a proveer, y se aplicará únicamente a los aspirantes que hayan 
superado la prueba sobre competencias básicas y funcionales.  
 
La prueba de Valoración de Antecedentes, será realizada por la universidad o 
institución de educación superior contratada para el efecto por la CNSC, con base 
exclusivamente en los documentos adjuntados por los aspirantes en SIMO en el 
momento de la inscripción, y se calificarán numéricamente en escala de cero (0) a cien 
(100) puntos, con una parte entera y dos (2) decimales y su resultado será ponderado 
con base en el veinte por ciento (20%) asignado a esta prueba, según lo establecido 
en el literal A y el diez por ciento (10%) asignado a esta prueba, según lo establecido 
en el literal B del artículo 28 del presente Acuerdo.  
 
La universidad, institución universitaria o institución de educación superior contratada 
para el efecto por la CNSC, realizará la Valoración de Antecedentes teniendo como 
fecha de corte, el día de inicio de las inscripciones prevista por la Comisión Nacional 
del Servicio Civil.  

 
 

ARTICULO 44°. PUBLICACIÓN DE RESULTADOS DE LA PRUEBA DE VALORACIÓN DE 
ANTECEDENTES. A partir de la fecha que disponga la CNSC, que será informada con 
una antelación no inferior a cinco (5) días hábiles en la página Web www.cnsc.gov.co 
enlace: SIMO ingresando con su usuario y contraseña.  
 
En la publicación de resultados de la valoración de antecedentes se informará al 
aspirante de manera detallada el puntaje dado en cada factor (educación y 
experiencia) y la discriminación sobre cada folio verificado.  
ARTICULO 45°. RECLAMACIONES. Las reclamaciones que se presenten frente a los 
resultados de la prueba de Valoración de Antecedentes se recibirán y se decidirán por 
la universidad o institución de educación superior contratada por la CNSC, a través la 
página de la Comisión www.cnsc.gov.co enlace SIMO.  
 
Dentro de la oportunidad para presentar reclamaciones de la prueba de Valoración 
de Antecedentes, los aspirantes tendrán acceso a través de SIMO a los resultados de 
valoración de antecedentes, en el cual observarán la calificación obtenida en cada uno 
de los factores que componen la prueba y la puntuación final ponderada conforme al 
porcentaje incluido en el presente Acuerdo. 
 
El plazo para realizar las reclamaciones es de cinco (5) días hábiles contados a partir 
del día siguiente a la publicación de los resultados, en los términos del artículo 13 del 
Decreto Ley 760 de 2005.  
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La CNSC a través de la Universidad o Institución de Educación Superior contratada 
será responsable de resolver las reclamaciones y de comunicarlas al (la) 
peticionario(a).  
 
Para atender las reclamaciones, la universidad o institución de educación superior 
contratada, podrá utilizar la respuesta conjunta, única y masiva, de conformidad con 
la Sentencia T- 466 de 2004 proferida por la Honorable Corte Constitucional y lo 
previsto por el artículo 22 del Código Contencioso Administrativo sustituido por el 
artículo 1 de la Ley 1755 de 2015.  
 
Contra la decisión con la que se resuelven las reclamaciones no procede ningún 
recurso. 

 

II. FRENTE A LOS HECHOS 

 
Al hecho primero. Es cierto en los términos que aduce el demandante.  
 
A los hechos segundo al diecisiete. No me constan. Me atengo a lo que se pruebe en el 
proceso.  
 

Al respecto nos permitimos señalar que, la Universidad de Medellín ha sido delegada para 
que durante el Proceso de Selección publicado mediante la Convocatoria 436 de 2017 
desarrolle las pruebas de valoración de antecedentes y técnico-pedagógica, desde el diseño, 
la construcción, aplicación y calificación de pruebas, así como la atención de las 
reclamaciones presentadas por los aspirantes, hasta la consolidación de la información para 
la conformación de la lista de elegibles y, al tratarse de un concurso de méritos que se rige 
por los principios de Igualdad y Mérito, se hace menester efectuar una verificación acorde 
con las reglas y condiciones requeridas en el Acuerdo de Convocatoria para de esta manera, 
asegurar que efectivamente las personas que conformen las posteriores listas de elegibles, 
lleguen a los cargos acreditando las condiciones necesarias para desempeñar los propósitos 
y funciones requeridas por las entidades.  

 

Mediante el Acuerdo que regula la Convocatoria 436 de 2017, norma rectora de la presente 
Convocatoria, se llevó a cabo el cumplimiento y ejecución de cada una de las etapas previstas 
y aceptadas tanto por la entidad adscrita como por los aspirantes al momento de efectuar la 
inscripción, conforme los lineamientos establecidos en las normas que rigen y 
complementan el presente concurso. 

 

La Universidad de Medellín únicamente es el operador contratado para realizar las Pruebas 
y etapas previstas en el desarrollo del presente Concurso de Méritos hasta efectuar la 
consolidación de la información obtenida de los resultados con los que, con posterioridad, la 
Comisión Nacional del Servicio Civil, efectúa la conformación de la lista de elegibles.  

 

Así las cosas, la Universidad de Medellín no tiene competencia frente a las actuaciones que 
se surten con ocasión de las listas de elegibles, lo anterior, por cuanto ésta Institución 
únicamente desarrolla el concurso hasta la etapa de la consolidación de la Información para 
efectuar la lista de elegibles, misma que efectúa la Comisión Nacional del Servicio Civil con 
su correspondiente publicación en la página web www.cnsc.gov.co 

 

En ese sentido, no tiene competencia en la conformación, publicación o exclusiones de las 
listas de elegibles, motivo por el cual, no tiene la posibilidad fáctica, ni jurídica para 
pronunciarse sobre hechos relacionados con procedimientos adelantados por la entidad 
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contratante, es decir, la Comisión Nacional del Servicio Civil, ni de aquellos adelantados por 
la entidad nominadora, es decir, El Servicio Nacional de Aprendizaje – SENA.  

 

Además, debe advertirse a este Honorable Despacho que, los hechos advertidos por el 
demandante dan cuenta claramente de actuaciones desplegadas por personal ajeno a esta 
Institución, ya que la Universidad de Medellín, como ya se itero en líneas anteriores, de 
conformidad con las obligaciones contraídas con la CNSC en el desarrollo del contrato 119 
de 2018 solo ha sido delegada para la realización de las pruebas de valoración de 
antecedentes y técnico-pedagógicas, y por lo tanto, las etapas subsiguientes como la 
“Conformación de Listas de Elegibles”, y el “Período de Prueba”, en concordancia con lo ya 
expuesto, están fuera de la competencia de la Universidad de Medellín. 

 

Finalmente, es importante hacer hincapié en que la Universidad de Medellín no goza de 
legitimación en la causa por pasiva frente al asunto de litigio, pues desconoce las 
circunstancias fácticas que lo rodean, al igual que, no se le otorgó, por medio del contrato 
de prestación de servicios, capacidad para actuar válidamente en relación con las etapas 
sobre las cuales el demandante formula sus inconformidades. 

 

III. CONSIDERACIONES FINALES 

 

Sea lo primero informar al Despacho que, la Universidad de Medellín, en ejercicio de las 
facultades conferidas por medio del  artículo 2° del Decreto Ley 760 de 2005  y contrato de 
prestación de servicios 119 de 2018, suscrito con la Comisión Nacional del Servicio Civil, fue 
la Institución delegada para que durante el Proceso de Selección publicado mediante la 
Convocatoria 436 de 2017 desarrollara las pruebas de valoración de antecedentes y técnico-
pedagógica, desde el diseño, la construcción, aplicación y calificación de pruebas, así como 
la atención de las reclamaciones presentadas por los aspirantes, hasta la consolidación de la 
información para la conformación de la lista de elegibles. 
 
Al tratarse de un concurso de méritos que se rige por los principios de Igualdad y Mérito, se 
hace menester efectuar una verificación acorde con las reglas y condiciones requeridas en el 
Acuerdo de Convocatoria, para de esta manera, asegurar que efectivamente las personas 
que conformen las posteriores listas de elegibles lleguen a los cargos acreditando las 
condiciones necesarias para desempeñar los propósitos y funciones requeridas por las 
entidades.  
 
De conformidad con el Acuerdo de la Convocatoria 436 de 2017, norma rectora de la 
presente Convocatoria, se llevó a cabo el cumplimiento y ejecución de cada una de las etapas 
previstas y aceptadas tanto por la entidad adscrita como por los aspirantes al momento de 
efectuar la inscripción, conforme los lineamientos establecidos en las normas que rigen y 
complementan el presente concurso.  
 
Así las cosas, el artículo 4 del Acuerdo que regula la Convocatoria No. 436 de 2017-SENA es 
claro en indicar las fases que se llevan a cabo para dicho concurso, así:  

 
“ARTÍCULO 4º. ESTRUCTURA DEL PROCESO. El presente Concurso Abierto de Méritos 
para la selección de los aspirantes tendrá las siguientes fases: 
 
1. Convocatoria y divulgación. 
2. Inscripciones. 
3. Verificación de requisitos mínimos. 
4. Aplicación de pruebas. 
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4.1 Pruebas sobre Competencias Básicas y Funcionales. 
4.2 Pruebas sobre Competencias Comportamentales. 
4.3 Valoración de Antecedentes. 
4.4 Prueba Técnico-Pedagógica para cargos de Instructor. 
5. Conformación de Listas de Elegibles. 
6. Período de Prueba. 
 
PARÁGRAFO. En los artículos posteriores a este Acuerdo se desarrollarán cada una de 
las etapas previstas en este artículo, incluyendo las reclamaciones procedentes y el 
término para presentarlas en cada caso.”. 
 
[…]” 

 
En este punto es importante destacar que a esta Institución, de conformidad con el objeto 
contractual para desarrollar la Convocatoria No. 436 de 2017, le correspondieron, como 
operadora del concurso, de acuerdo a la estructura del proceso, únicamente la etapa 
número 4.3 correspondiente a la “Valoración de Antecedentes” y la 4.4 correspondiente a la 
“Prueba Técnico-Pedagógica para cargos de Instructor”. 
 
Es por ello que esta Institución no tiene competencia frente a las actuaciones que se surten 
con ocasión de las listas de elegibles, pues como ya se dijo reiteradamente, la Universidad 
de Medellín únicamente es el operador contratado para desarrollar dentro de la 
Convocatoria 436 de 2017, las pruebas de Valoración de Antecedentes y Técnico-Pedagógica 
hasta efectuar la consolidación de la información obtenida de los resultados con los que, con 
posterioridad, la Comisión Nacional del Servicio Civil, efectúa la conformación de la lista de 
elegibles con su correspondiente publicación en la página web www.cnsc.gov.co.  
 
Como punto adicional, se señala al Despacho que la fase de verificación de requisitos 
mínimos fue adelantada por la Universidad de Pamplona, y el artículo 59 del Acuerdo que 
rige la Convocatoria, consagra el procedimiento a seguir por el Representante Legal de la 
entidad nominadora, en este caso, el Servicio Nacional de Aprendizaje SENA o quien haga 
sus veces, para producir el acto administrativo de nombramiento en período de prueba, fases 
que como se estableció en líneas anteriores, están fuera de la competencia de la Universidad 
de Medellín. 
 
En ese sentido, la Universidad de Medellín no tiene competencia en la conformación, 
publicación o exclusiones de las listas de elegibles, motivo por el cual, no tiene la posibilidad 
fáctica, ni jurídica para pronunciarse sobre hechos relacionados con procedimientos 
adelantados por la entidad contratante, es decir, la Comisión Nacional del Servicio Civil, o 
por la misma entidad nominadora, como lo es en este caso, el Servicio Nacional de 
Aprendizaje – SENA. 
 
Además, debe advertirse a este Honorable Despacho que, los hechos advertidos por el 
demandante dan cuenta claramente de actuaciones desplegadas por personal ajeno a esta 
Institución, ya que la Universidad de Medellín, de conformidad con las obligaciones 
contraídas con la CNSC en desarrollo del contrato 119 de 2018 solo ha sido delegada para la 
realización de las pruebas de valoración de antecedentes y técnico-pedagógicas, y por lo 
tanto, las etapas subsiguientes como la “Conformación de Listas de Elegibles”, y el “Período 
de Prueba”, en concordancia con lo ya expuesto, están fuera de la competencia de esta 
Institución Educativa. 
 
Aunado a todo lo anterior, nótese señor Juez, que a partir del análisis del escrito de demanda 
y de las pretensiones deprecadas por el demandante, se evidencia de manera clara que los 

http://www.cnsc.gov.co/
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actos impugnados, de los cuales el demandante pretende la nulidad, y debatidos al interior 
del presente proceso, no fueron dictados por esta Institución y, por ende, están fuera de su 
competencia. Además, el demandante no cuestiona en ningún momento, y de ninguna 
manera, el desarrollo de las pruebas de valoración de antecedentes y técnico-pedagógica, 
así como tampoco, la construcción, aplicación y calificación de las mismas, aspectos que, 
como se ha mencionado en repetidas ocasiones, eran los que estaban a cargo de la 
Universidad de Medellín en calidad de operador contratado dentro de la Convocatoria 436 
de 2017. 
 

 
Frente a la relación contractual entre la Universidad de Medellín y la CNSC, en virtud del 
contrato de prestación de servicios 119 de 2018, se dio estricto cumplimiento a la cláusula 
séptima, donde se establecen las obligaciones del contratista, prueba de ello es los recibos a 
satisfacción otorgados por el supervisor del contrato de prestación de servicios, donde 
certifica el cumplimiento de las obligaciones a cargo del contratista y autoriza los pagos 
respectivos. La supervisión ejerció el control y seguimiento de la ejecución contractual, 
conforme a los deberes estipulados en el manual de contratación y supervisión de la 
Comisión Nacional del Servicio Civil; así las cosas, en la ejecución del contrato en mención la 
CNSC expidió cuatro recibos a satisfacción de los productos contratados con esta Institución 
en las siguientes fechas: 
 

• 15 de noviembre de 2018 (Pago Nro. 1) 

• 13 de diciembre de 2018 (Pago Nro. 2) 

• 13 de diciembre de 2018 (Pago Nro. 3) 

• 31 de mayo de 2019 (Pago Nro. 4) 
 
La suscripción por parte del interventor de las distintas actas de recibo –parcial o final- 
corresponde a una labor de verificación de la ejecución contractual, como requisito 
indispensable para el reconocimiento de su pago por parte de la entidad. Dado que el 
interventor es quien efectúa el control directo y permanente de la ejecución de las 
prestaciones a cargo del contratista, está llamado en primer lugar a realizar la verificación 
necesaria para el recibo final del objeto contractual.  
 
De acuerdo con la naturaleza y finalidad tanto del acta de recibo final de los contratos como 
de la liquidación de los mismos, es claro que existen diferencias entre una y otra, pues al 
paso que la primera se refiere a la verificación del cumplimiento de las obligaciones del 
contratista de cara a lo estipulado en el contrato, es decir la comprobación material de la 
ejecución del objeto contractual en los términos pactados, la segunda corresponde a un 
corte de cuentas definitivo entre las partes con la finalidad de que las mismas se declaren a 
paz y salvo y que extingue de manera definitiva el vínculo contractual entre ellas. Para este 
caso en particular, el acta de liquidación bilateral del contrato de prestación de servicios 119 
de 2018 suscrito entre la Universidad de Medellín y la Comisión Nacional del Servicio Civil 
data del 27 de febrero de 2019. 
 
Ahora bien, respecto a lo solicitado por el Despacho en el numeral quinto del auto admisorio, 
es importante mencionar que el contrato de prestación de servicios 119 de 2018 suscrito 
con la Comisión Nacional del Servicio Civil ya finalizó y se encuentra liquidado, y tras dicha 
liquidación se entregó al contratante toda la información relacionada con la Convocatoria 
436 de 2017 y se hizo un borrado seguro de la misma de la base de datos de ésta Institución, 
de conformidad con lo estipulado en el contrato.  
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IV. EXCEPCIONES 
 
A. EXCEPCIONES PREVIAS 

 

1. FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA  

 

La Universidad de Medellín únicamente es el operador contratado para realizar las Pruebas 
de valoración de antecedentes y técnico pedagógica, etapas previstas en el desarrollo del 
presente Concurso de Méritos hasta efectuar la consolidación de la información obtenida de 
los resultados con los que, con posterioridad, la Comisión Nacional del Servicio Civil, efectúa 
la conformación de la lista de elegibles.  

 

Así las cosas, la Universidad de Medellín no tiene competencia frente a las actuaciones que 
se surten con ocasión de las listas de elegibles, lo anterior, por cuanto ésta Institución 
únicamente desarrolla el concurso hasta la etapa de la consolidación de la Información para 
efectuar la lista de elegibles, misma que efectúa la Comisión Nacional del Servicio Civil con 
su correspondiente publicación en la página web www.cnsc.gov.co 

 

En ese sentido, no tiene competencia en la conformación, publicación o exclusiones de las 
listas de elegibles, motivo por el cual, no tiene la posibilidad fáctica, ni jurídica para 
pronunciarse sobre hechos relacionados con procedimientos adelantados por la entidad 
contratante, es decir, la Comisión Nacional del Servicio Civil, o por la misma entidad 
nominadora, como lo es en este caso, el Servicio Nacional de Aprendizaje – SENA, a pesar de 
ser la institución que operó las pruebas de valoración de antecedentes y técnico-pedagógica. 
 
Los hechos advertidos por el demandante dan cuenta claramente de las actuaciones 
desplegadas por personal ajeno a esta Institución, ya que la Universidad de Medellín, de 
conformidad con las obligaciones contraídas con la CNSC en el desarrollo del contrato 119 
de 2018 en virtud del cual se delega en cabeza de esta Institución la realización de las pruebas 
de valoración de antecedentes y técnico-pedagógicas. 
 
En efecto, la Universidad de Medellín, no está en condiciones de pronunciarse sobre la 
validez de los actos administrativos que se discuten, toda vez que el concurso de méritos ya 
ha agotado su etapa final, además que no participó en la expedición de ninguno de los actos 
administrativos a los que hace mención la demandante, se expone entonces la falta de 
legitimación por pasiva de ésta Institución para manifestarse sobre los hechos de esta 
demanda.  

 

En ese sentido, al no haber tenido conocimiento, ni participado en la expedición del Acuerdo 
de Convocatoria o sus modificaciones, la Universidad de Medellín no goza de competencia 
que posibilitara la vulneración a derechos fundamentales del demandante. 

 

Así las cosas, es importante hacer hincapié en que la Universidad de Medellín no goza de 
legitimación en la causa por pasiva frente al asunto de litigio, a pesar de ser la institución 
encargada de llevar a cabo las pruebas de valoración de antecedentes y técnico - pedagógica, 
no es la encargada de expedir las listas de elegibles para los empleos ofertados, ni lo 
relacionado con el periodo de prueba y su nombramiento, al igual que, no se le otorgó, por 
medio del contrato de prestación de servicios 119 de 2018, capacidad para actuar 
válidamente en relación con las etapas del concurso sobre las cuales la demandante formula 
sus inconformidades. 
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Conforme lo anteriormente planteado, se puede establecer que contra la Universidad de 
Medellín no hay una legitimación en la causa, entendida ésta como la calidad que tiene una 
persona para formular o contradecir las pretensiones de la demanda por cuanto es sujeto de 
la relación jurídica sustancial, es decir, consiste en la posibilidad que tiene la parte 
demandante de reclamar al demandando el derecho invocado en la demanda, por haber sido 
parte de la relación material que dio lugar al litigio. 
 
La Honorable Corte Constitucional ha señalado que la legitimación en la causa debe 
entenderse como la calidad que tiene una persona de formular o contradecir las 
pretensiones de la demanda por ser el sujeto de la relación jurídica sustancial, así existe 
legitimación en la causa por activa cuando hay una identidad del demandante con ser el 
titular del derecho subjetivo, es decir, quien está legitimado para reclamarlo y existe 
legitimación en la causa por pasiva, cuando hay identidad entre el demandado con ser el 
sujeto que debe satisfacer el derecho, específicamente frente a la legitimación en la causa 
por pasiva en contra de la Nación en sentencia T-247 de dos mil siete (2007) , el Máximo 
Órgano Constitucional explicó: 
 

“…De acuerdo con la jurisprudencia del Consejo de Estado, “[e]n el ordenamiento 
jurídico procesal la legitimación en la causa se entiende como la calidad que tiene una 
persona para formular o contradecir las pretensiones de la demanda por ser el sujeto 
de la relación jurídica sustancial.” Esto significa, ha dicho el Tribunal Supremo de lo 
Contencioso Administrativo, que “[l]a legitimación en la causa, por el lado activo, es 
la identidad del demandante con el titular del derecho subjetivo, es decir, con quien 
tiene vocación jurídica para reclamarlo y, por el lado pasivo, es la identidad del 
demandado con quien tiene el deber correlativo de satisfacer el derecho.” 
Específicamente, en el ámbito del proceso, puede decirse que la legitimación en la 
causa puede ser entendida como la calidad que tiene una persona para formular o 
contradecir las pretensiones de la demanda por cuanto es sujeto de la relación jurídica 
sustancial que se ha planteado en el proceso y en torno a la cual gira la controversia. 
En términos más precisos, podría decirse que la legitimación en la causa es la 
idoneidad jurídica que tiene una persona para discutir el objeto sobre que versa un 
litigio. 
  
Cuando en un proceso contencioso administrativo, una de las partes es la Nación, es 
preciso tener en cuenta que, como se ha señalado en esta providencia y se ha puesto 
de presente por el Consejo de Estado, “… esta persona jurídica está representada por 
diversos funcionarios según la rama del poder público o la dependencia u órgano que 
deba concurrir al proceso porque ‘los actos administrativos, los hechos, las 
operaciones administrativas y los contratos administrativos y privados con cláusula 
de caducidad de las entidades públicas’ que juzga la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo (art. 83 C.C.A.) les sean atribuibles de manera directa, de acuerdo con 
las previsiones contenidas en el artículo 149 C.C.A.”  
  
En estos eventos, “… el centro genérico de imputación -Nación- es una persona jurídica 
unitaria y como tal, para efectos procesales, considerada parte, sólo que en cuanto a 
su representación esa imputación se particulariza teniendo en cuenta la rama, 
dependencia u órgano al que, específicamente para los efectos de la responsabilidad 
extracontractual del Estado, se le atribuya el hecho, la omisión, la operación 
administrativa o la ocupación causante del daño indemnizable (art. 86 C.C.A.).”  
  
De este modo, cuando el petitum de la demanda se dirige contra la Nación, y ésta es 
la llamada responderlo, pero el actor cita como parte demandada a un órgano distinto 
de aquel que deba acudir al proceso en razón de las actuaciones, los hechos o las 
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operaciones que hayan dado lugar a la demanda, se está ante un problema de 
representación, no de legitimación en la causa. 
  
Independientemente de las consideraciones teóricas que quepa hacer sobre las 
consecuencias jurídicas de los distintos presupuestos procesales, lo cierto es que el 
Consejo de Estado ha sostenido que en los eventos de indebida representación de la 
Nación cabe el alegato de la causal de nulidad prevista en el artículo 140, numeral 7º, 
del Código de Procedimiento Civil, la cual es susceptible de ser saneada. 
  
De este modo, se tiene que el sujeto legitimado en la causa por pasiva para responder 
por acciones u omisiones atribuibles a la Rama Judicial del poder público es la Nación 
y que lo que varía en cada caso, según el órgano a quien sean directamente 
imputables esas acciones u omisiones, es la representación judicial de la misma…”. 
 
Ahora bien, de la jurisprudencia anteriormente citada se tiene que la legitimación en 
la causa material por pasiva, no recae en la Universidad de Medellín, en tanto esta 
Institución no cuenta con la capacidad y competencia para expedir los actos 
administrativos que se demandan, sino que se infiere de la demanda misma, que da 
cuenta como sujeto procesal a la Comisión Nacional del Servicio Civil, autoridad sobre 
la cual, recae la facultad exclusiva de expedir los actos administrativos que rigen la 
Convocatoria N° 436 de 2017. 

 
B. EXCEPCIONES DE MÉRITO. 
 
1. CUMPLIMIENTO DE LAS OBLIGACIONES POR PARTE DE LA UNIVERSIDAD DE MEDELLÍN. 
 
Frente a la relación contractual entre la Universidad de Medellín y la CNSC, en virtud del 
contrato de prestación de servicios N° 119 de 2018, se dio estricto cumplimiento a la cláusula 
séptima, donde se establecen las obligaciones del contratista, prueba de ello es los recibos a 
satisfacción otorgados por el supervisor del contrato de prestación de servicios, donde 
certifica el cumplimiento de las obligaciones a cargo del contratista y autoriza los pagos 
respectivos. La supervisión ejerció el control y seguimiento de la ejecución contractual, 
conforme a los deberes estipulados en el manual de contratación y supervisión de la 
Comisión Nacional del Servicio Civil; así las cosas, en la ejecución del contrato en mención la 
CNSC acreditó a través de los diferentes recibos a satisfacción, su conformidad con los 
productos entregados por la Universidad de Medellín, entre ellos, la prueba de valoración de 
antecedentes de la Convocatoria 436 de 2017 SENA.  

 

La suscripción por parte del interventor de las distintas actas de recibo –parcial o final- 
corresponden a una labor de verificación de la ejecución contractual, como requisito 
indispensable para el reconocimiento de su pago por parte de la entidad, dado que el 
supervisor es quien efectúa el control directo y permanente de la ejecución de las 
prestaciones a cargo del contratista, está llamado en primer lugar a realizar la verificación 
necesaria para el recibo final del objeto contractual.  
 

De acuerdo con la naturaleza y finalidad tanto del acta de recibo final de los contratos como 
de la liquidación de los mismos, es claro que se realizó una verificación del cumplimiento de 
las obligaciones del contratista de cara a lo estipulado en el contrato y una comprobación 
material de la ejecución del objeto contractual en los términos pactados, y se realizó también 
un corte de cuentas definitivo entre las partes con la finalidad de que las mismas se 
declararan a paz y salvo y que extinguir de manera definitiva el vínculo contractual entre 
ellas. Para este caso en particular, el acta de liquidación bilateral del contrato de prestación 
de servicios N° 119 de 2018 suscrito entre la Universidad de Medellín y la Comisión Nacional 
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del Servicio Civil data del 27 de febrero de 2019, con la cual se certifica por parte de la Entidad 
que la Universidad cumplió satisfactoriamente con sus obligaciones contractuales. 

 

En el caso que nos ocupa el supervisor del contrato realizó una verificación del cumplimiento 
por parte de la Universidad de todas las obligaciones a cargo de la institución, aprobando 
cada producto por encontrarse sujeto a las reglas del concurso y a las necesidades de la 
entidad, por lo cual se deduce, que frente al presente caso, no hubo irregularidad alguna en 
la construcción y ejecución de la prueba, pues de haber existido, el supervisor del contrato 
estaba en imposibilidad de recibir a satisfacción los productos entregados por la Universidad 
conforme al manual de contratación de la entidad y las normas de orden público que regulan 
la materia.  

 
2. ESTRICTA LEGALIDAD DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS DEMANDADOS 
 
La Universidad de Medellín se mantiene en la legalidad de los actos administrativos 
demandados, ya que la Convocatoria 436 de 2017 SENA, fue desarrollada con sujeción 
estricta al Acuerdo de convocatoria, las demás normas que regulan los concursos de méritos 
y/o procesos de selección. 
 
La Ley 1437 de 2011, Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, dispone lo siguiente frente a legalidad de los actos administrativos: 
 

 “ARTÍCULO 88. PRESUNCIÓN DE LEGALIDAD DEL ACTO ADMINISTRATIVO. Los actos 
administrativos se presumen legales mientras no hayan sido anulados por la 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. Cuando fueren suspendidos, no podrán 
ejecutarse hasta tanto se resuelva definitivamente sobre su legalidad o se levante 
dicha medida cautelar.” 

 
La Corte Constitucional por su parte, adujo lo siguiente frente al principio de seguridad 
jurídica que acompañan todos aquellos actos administrativos expedidos por la 
administración que crean, modifican o extinguen situaciones jurídicas particulares o 
concretas: 
 

“Una de las reglas establecidas por el ordenamiento jurídico es que dichos actos se 
presumen legales hasta tanto no sean declarados de forma contraria por las 
autoridades competentes para ello, función que le fue otorgada por el legislador a los 
jueces de la jurisdicción contenciosa administrativa. En relación con la concepción 
básica del acto administrativo como manifestación Estatal, resulta muy ilustrativo el 
siguiente pronunciamiento de esta Corporación: 
 
 “El acto administrativo definido como la manifestación de la voluntad de la 
administración, tendiente a producir efectos jurídicos ya sea creando, modificando o 
extinguiendo derechos para los administrados o en contra de éstos, tiene como 
presupuestos esenciales su sujeción al orden jurídico y el respeto por las garantías y 
derechos de los administrados. 
 
Como expresión del poder estatal y como garantía para los administrados, en el marco 
del Estado de Derecho, se exige que el acto administrativo esté conforme no sólo a las 
normas de carácter constitucional sino con aquellas jerárquicamente inferiores a ésta. 
Este es el principio de legalidad, fundamento de las actuaciones administrativas, a 
través del cual se le garantiza a los administrados que, en ejercicio de sus potestades, 
la administración actúa dentro de los parámetros fijados por el Constituyente y por el 
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legislador, razón que hace obligatorio el acto desde su expedición, pues se presume 
su legalidad”. (Subraya fuera de texto) 
 

Conforme a lo anterior, los actos administrativos, como decisiones unilaterales de la 
Administración encaminadas a producir efectos jurídicos, son susceptibles de judicialización 
por parte de la jurisdicción contencioso administrativa, sin embargo, se encuentran 
amparados por la presunción de legalidad derivada del sometimiento coercitivo de la 
actividad administrativa al ordenamiento jurídico y, por lo mismo, su control judicial se 
encuentra sujeto a una carga procesal de alegación por parte de quien pretenda desvirtuar 
la presunción, por lo tanto, al demandante le corresponde probar con razones suficientes 
que sobre la expedición de los actos administrativos que se encuentra demandando existe 
algún defecto que vicie su legalidad, lo cual no se encuentra demostrado en el presente 
proceso. 
 
 
3. FALTA DE COMPETENCIA DE LA UNIVERSIDAD DE MEDELLIN FRENTE A LA EXPEDICIÓN 

DE LAS LISTAS DE ELEGIBLES Y EL PERIODO DE PRUEBA.  
 
Se hace hincapié en que la Universidad de Medellín no tiene competencia frente a las 
actuaciones que se surten con ocasión de las listas de elegibles ni la etapa del periodo de 
prueba, lo anterior, por cuanto ésta Institución únicamente desarrolla el concurso hasta la 
etapa de la consolidación de la Información para efectuar la lista de elegibles, misma que 
efectúa la Comisión Nacional del Servicio Civil con su correspondiente publicación en la 
página web www.cnsc.gov.co 
 
En ese sentido, no tiene competencia en la conformación, publicación o exclusiones de las 
listas de elegibles, motivo por el cual, no tiene la posibilidad fáctica, ni jurídica para 
pronunciarse sobre hechos relacionados con procedimientos adelantados por la entidad 
contratante, es decir, la Comisión Nacional del Servicio Civil, o por la misma entidad 
nominadora, como lo es en este caso, el Servicio Nacional de Aprendizaje – SENA, a pesar de 
ser la institución que operó las pruebas de valoración de antecedentes y técnico – 
pedagógica. 
 
4. COBRO DE LO NO DEBIDO 
 
Se fundamenta la presente excepción antes que todo, en la carencia de derecho alguno del 
elegible, más allá de la mera expectativa de ocupar una vacante en el empleo al que aspiró, 
mientras se encuentre vigente la respectiva lista de elegibles, todo lo cual no concede 
derecho alguno distinto al de elegibilidad. En razón de lo anterior, las pretensiones 
económicas -consignadas en la demanda deben ser denegadas en su generalidad, teniendo 
en cuenta que la parte demandante no tiene derecho a solicitar condena del reconocimiento 
y pago de las sumas de dineros y mucho menos perjuicios, en tanto del actuar de la 
Universidad de Medellín, jamás se derivó daño alguno, sin que pueda estructurarse 
entonces, nexo causal o culpabilidad por parte de los codemandados, que conlleve un 
eventual resarcimiento por vía de restablecimiento del derecho. 
 
 
5. BUENA FE.  
 
Está visto que la Universidad de Medellín ha obrado con apego a la Constitución y la Ley, 
partiendo no solo de la presunción de legalidad que rige los actos administrativos 
demandados, sino aquellos en los que se cimenta, salvaguardando en todas sus actuaciones 
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el principio constitucional aludido, el cual, ha sido garantizado también por la CNSC como 
entidad contratante y supervisora de la Convocatoria. 
 
 
6. EXCEPCIÓN INNOMINADA  
 
Solicito respetuosamente al Despacho decretar de oficio cualquier excepción que adviertan 
o se llegare a probar dentro de este proceso, la cual solicito se decida en la sentencia, artículo 
187 CPACA. 
 

V. FRENTE A LAS PRETENSIONES 
 
Me opongo a la prosperidad de la generalidad de pretensiones y condenas solicitadas por la 
parte demandante en contra de la Universidad de Medellín, por carecer de fundamento 
legal, así como de respaldo probatorio según se evidencia de las respuestas a los hechos 
planteados y de las razones de hecho y de derecho expresados en la presente contestación. 
Por lo tanto, LA UNIVERSIDAD DE MEDELLÍN, respetuosamente solicita al Despacho:  

 
PRIMERO. Declarar la falta de legitimación en la causa material por pasiva y 
consecuentemente, desvincular a la Universidad de Medellín de la presente Acción de 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho. 
 
SEGUNDO. Subsidiariamente, se denieguen las pretensiones por cuanto las actuaciones de 
la Universidad de Medellín se encuentran ajustadas a derecho, además, porque:  
 

• Subsiste la presunción de legalidad frente a los actos administrativos por medio de 
los cuales la Universidad de Medellín y la Comisión Nacional del Servicio Civil, 
desarrollaron la convocatoria N° 436 de 2017. 

• No se vulneró ningún derecho fundamental del actor. 

• No se demostró la existencia de perjuicio alguno.  

 

VI. PRUEBAS 
 
1. Las aportadas con la demanda y sus contestaciones. 
2. Contrato de prestación de servicios 119 de 2018 suscrito por la Universidad de Medellín 

y la Comisión Nacional del Servicio Civil. 

3. Recibo a satisfacción 1 de 4 del 15 de noviembre de 2018 (Pago Nro. 1) 

4. Recibo a satisfacción 2 de 4 del 13 de diciembre de 2018 (Pago Nro. 2) 

5. Recibo a satisfacción 3 de 4 del 13 de diciembre de 2018 (Pago Nro. 3) 

6. Recibo a satisfacción 4 de 4 del 31 de mayo de 2019 (Pago Nro. 4) 

7. Acta de liquidación bilateral del contrato de prestación de servicios 119 de 2018 suscrito 

por la Universidad de Medellín y la Comisión Nacional del Servicio Civil. 

8. Acuerdo N° CNSC 20171000000116 del 24 07 2017 

 
VII. ANEXOS 

Se anexan al presente escrito: 
 
1. Poder para actuar 
2. Lo relacionado en el acápite de pruebas 
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VIII. NOTIFICACIONES 

  
Para efectos de notificaciones el suscrito en la carrera 87 No. 30 – 65 Bloque 18 – Dirección 
de Servicios Jurídicos Institucionales, en la ciudad de Medellín- Antioquia y a través del correo 
electrónico corresrec@udemedellin.edu.co y myanez@udemedellin.edu.co  
  
 
 
 
Del señor Juez, 
 
 
 
  
 
 
 
___________________________________________ 
MIGUEL ARTURO YAÑEZ QUENGUAN  
Apoderado especial – Universidad de Medellín  
C.C. 1.214.743.393 
T.P. 369.588 del C. S. de la J. 
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Señores,  
JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ  
E-mail: correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co  
E.S.D 
 

MEDIO DE CONTROL  Nulidad y Restablecimiento del Derecho  
RADICADO  11001333501120230009700  
DEMANDANTE   Damary Sánchez Lozano 
DEMANDADOS Comisión Nacional de Servicio Civil , Sistema Nacional de Aprendizaje – SENA 

y otros. 
 

Asunto: Designación de apoderado. 

 
NÉSTOR RAÚL POSADA ARBOLEDA, mayor de edad y vecino de la ciudad de Medellín, identificado con 
C.C. 71.584.304 de Medellín y representante legal de la Universidad de Medellín, Institución Privada de 
Educación Superior, de utilidad común y sin ánimo de lucro, con personería jurídica reconocida mediante 
la Resolución 103 de 31 de julio de 1950 expedida por el Ministerio de Justicia y del Derecho, entidad 
demandada en el proceso de la referencia, comedidamente manifiesto a usted, que por medio del presente 
escrito, confiero poder especial, amplio y suficiente al doctor MIGUEL ARTURO YAÑEZ QUENGUAN, mayor 
de edad y vecino de Medellín, identificado con C.C. 1.214.743.393, Tarjeta Profesional No. 369.588 del 
Consejo Superior de la Judicatura y correo electrónico myanez@udemedellin.edu.co  para que proceda a 
representar a la Universidad de Medellín en todos los trámites pertinentes dentro del proceso de Nulidad y 
Restablecimiento del Derecho cuyo demandante es la señora DAMARY SÁNCHEZ LOZANO.  
 
Mi apoderado cuenta con las facultades inherentes para el ejercicio del presente poder, en especial las de 
recibir, transigir, conciliar, excepcionar, absolver interrogatorio, sustituir, desistir, reasumir, renunciar, 
contestar la demanda, contestar oposiciones, presentar recursos, formular y contestar incidentes y en 
general, todas aquellas necesarias para el buen cumplimiento de su gestión hasta la terminación del 
proceso.  
 
Sírvase su señoría reconocer personería para actuar en los términos y con las facultades antes descritas.  
 
 
Atentamente,  
 
 
 
 
__________________________________ 
NÉSTOR RAÚL POSADA ARBOLEDA  
C.C 71.584.304 de Medellín   
Rector y Representante legal 
 
 
 
Acepto,  
  
 
 
 
____________________________________ 
MIGUEL ARTURO YAÑEZ QUENGUAN  
C.C. 1.214.743.393 
T.P. 369.588 del C. S. de la J. 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:myanez@udemedellin.edu.co
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CERTIFICADO DE EXISTENCIA Y REPRESENTACIÓN LEGAL DE INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN 
SUPERIOR

2024-EE-098862

LA SUBDIRECTORA DE INSPECCIÓN Y VIGILANCIA DEL VICEMINISTERIO DE EDUCACIÓN SUPERIOR 
EN CUMPLIMIENTO DE LAS FUNCIONES ATRIBUÍDAS POR EL DECRETO 2269 DE 2023 Y LA 

RESOLUCIÓN 002233 DEL 05 DE MARZO DE 2024

CERTIFICA

Que el/la UNIVERSIDAD DE MEDELLIN - (código: 1812), es una institución de educación superior PRIVADA,de 
utilidad común, sin ánimo de lucro y su carácter académico es el de UNIVERSIDAD, con personería jurídica 
reconocida mediante RESOLUCION 103 de 1950-07-31, expedido(a) por el/la MINISTERIO DE JUSTICIA.

Que mediante Resolución Ministerial 4359 del 03 de septiembre de 1993, le fue ratificada una reforma 
estatutaria.

Las facultades, funciones y limitaciones del representante legal, están expresamente contenidas en los estatutos 
de la institución, ratificados mediante la Resolución Ministerial 4359 del 03 de septiembre de 1993.

La información de contacto de la institución Correo electrónico: rectoria@udemedellin.edu.co, Dirección: 
CARRERA 87 # 30 65 LOS ALPES - Medellín, Teléfono: 3405555.

La información consignada en este certificado corresponde a la reportada por la institución.

Esta institución de educación superior está sujeta a la inspección y vigilancia por el Ministerio de Educación 
Nacional.

El presente documento electrónico tiene validez conforme a lo dispuesto en la Ley 527 de 1999 y las demás 
normas que los complementen, modifiquen o reemplacen. Para verificar la autenticidad del presente certificado o 
ver el documento electrónico, escaneé el código QR que se encuentra en la esquina superior derecha o ingrese a 
https://vumen.mineducacion.gov.co/, seleccionando la opción Consultar Certificado y diligencie el formulario.

INSTITUCION - PRINCIPAL

NOMBRE IDENTIDAD CARGO ACTO INTERNO PERIODO
FECHA 
INSCRIPCION

ESTADO

NESTOR RAÚL 
POSADA 
ARBOLEDA

CC 
71584304

Medellín

RECTOR 
ACTA C.S. 815 2024-03-05 
HONORABLE 
CONSILIATURA

Desde: 2024-
03-06 Hasta: 

2024-04-02 Activo



Calle 43 No. 57-14 Centro Administrativo Nacional, CAN, Bogotá, D.C. Colombia
 Conmutador: (057) (1) 222 2800 - Fax (057) (1) 222 4953 

www.mineducacion.gov.co

NESTOR RAÚL 
POSADA 
ARBOLEDA

CC 
71584304

Medellín

REPRESENTANTE 
LEGAL 
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Se expide la presente certificación en Bogotá D.C. a los 2 días del mes de abril de 2024, por solicitud de 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL, según radicado ERL-24-000156.

Cordialmente;

Zuly Robledo Robledo

Subdirector de Inspección y Vigilancia
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Miguel Arturo Yañez Quenguan

De: Rectoría
Enviado el: lunes, 15 de abril de 2024 9:19 a. m.
Para: Miguel Arturo Yañez Quenguan
Asunto: RE: Poder especial - Damary Sánchez Lozano - Rad. 2023-00097
Datos adjuntos: 1. Poder especial - Damary Sánchez Lozano - Rad. 2023-00097.pdf

Cordial saludo. 
  
Remito documento debidamente diligenciado. 
  
  
Atentamente: 
  
  
NÉSTOR RAÚL POSADA ARBOLEDA 
Rector y Representante Legal 
Rectoría | Universidad de Medellín 
(604) 5904500 
rectoria@udemedellin.edu.co 
www.udemedellin.edu.co 
Carrera 87 N° 30 – 65, Medellín – Colombia 

  

AVISO DE CONFIDENCIALIDAD: Las imágenes, emblemas, logos, firmas digitales y demás información incluida en este correo electrónico son 
propiedad exclusiva del remitente quien tiene todos los derechos reservados, su uso indebido y/o utilización sin autorización será causal de 
infracción legal y se procederá conforme a derecho. La información contenida en este correo electrónico está diseñada para uso exclusivo 
de la persona o entidad a la cual va dirigida y puede contener datos que sean confidenciales, si el lector de este mensaje no es el 
destinatario previsto, empleado o agente responsable, se le notifica que cualquier divulgación, distribución, copia, retención, grabación, 
utilización o reproducción de esta comunicación, sea parcial o total, está estrictamente prohibida. Si usted ha recibido este mensaje por 
error, por favor notifíquelo al correo del cual fue enviado. 

  
De: Miguel Arturo Yañez Quenguan <myanez@udemedellin.edu.co>  
Enviado el: domingo, 14 de abril de 2024 23:01 
Para: Diego Hernán Beltrán Martin <dbeltran@udemedellin.edu.co> 
CC: Dirección De Servicios Jurídicos Institucionales Universidad De Medellín <juridica@udemedellin.edu.co> 
Asunto: Poder especial - Damary Sánchez Lozano - Rad. 2023-00097 
  
Estimado Diego, espero te encuentres muy bien, 
  
Por medio del presente te comparto el poder para actuar dentro del proceso de la referencia. Lo 
anterior, para la correspondiente firma rectoral. 
Quedo atento a lo que se requiera.  
  

MEDIO DE CONTROL  Nulidad y Restablecimiento del Derecho  
RADICADO  11001333501120230009700  
DEMANDANTE   Damary Sánchez Lozano 
DEMANDADOS Comisión Nacional de Servicio Civil , Sistema Nacional de Aprendizaje – SENA 

y otros. 
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Muchas gracias. 
  
Cordialmente, 

Miguel Arturo Yáñez 

Analista - Abogado 
Dirección de Servicios Jurídicos Institucionales | Universidad de 

Medellín 

   

  

(604) 5904500  

  

myanez@udemedellin.edu.co  

  

https://udemedellin.edu.co/  

  

Carrera 87 N° 30 – 65, Medellín – 
Colombia 

  

 
 
 
 

 

   

 

 

  
  
 
 
 
 
 
 

Para ayudar a proteger su confidencialidad, Microsoft Office evitó la descarga automática de esta imagen de Internet.
Universidad de Medellín

 

La información contenida en este correo electrónico, está diseñada para uso exclusivo de la persona o entidad a la que 
va dirigida, y puede contener datos que sean confidenciales. Si el lector de este mensaje no es el destinatario previsto, 
empleado o agente responsable, se le notifica que cualquier divulgación, distribución o copia de esta comunicación está 
estrictamente prohibida. Si usted ha recibido este mensaje por error, por favor notifíquelo al correo del cual fue enviado. 
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Para ayudar 
a proteger su  
confidencialid
ad, Microsoft 
Office evitó la  
descarga 
auto mática  
de esta  
imagen de 
In ternet.
Universidad 
de Medellín 

La información contenida en este correo electrónico, está diseñada para uso exclusivo de la persona o entidad a la que 
va dirigida, y puede contener datos que sean confidenciales. Si el lector de este mensaje no es el destinatario previsto, 
empleado o agente responsable, se le notifica que cualquier divulgación, distribución o copia de esta comunicación está 
estrictamente prohibida. Si usted ha recibido este mensaje por error, por favor notifíquelo al correo del cual fue enviado. 
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Miguel Arturo Yañez Quenguan

De: Miguel Arturo Yañez Quenguan
Enviado el: jueves, 2 de mayo de 2024 4:43 p. m.
Para: 'correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co'; 'jadmin11bta@notificacionesrj.gov.co'; 

'admin11bt@cendoj.ramajudicial.gov.co'
CC: notificacionesjudiciales@defensajuridica.gov.co; 'PROCJUDADM88

@procuraduria.gov.co'; 'czambrano@procuraduria.gov.co'; 
'notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co'; 'servicioalciudadano@sena.edu.co'; 
'judicialdirecciong@sena.edu.co'; 'judicialcundinamarca@sena.edu.co'; 
'judicialdistrito@sena.edu.co'; higuita224@yahoo.es; Dirección De Servicios Jurídicos 
Institucionales Universidad De Medellín

Asunto: Contestación de Demanda - Nulidad y Restablecimiento del Derecho - Rad. 
11001333501120230009700 - Universidad de Medellín 

Datos adjuntos: 1. Contestación Demanda - Damary Sánchez Lozano -Rad.2023-00097-UdeM.pdf

Señores,  
JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ  
E-mail: correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co  
E.S.D 
 

MEDIO DE CONTROL  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  
RADICADO  11001333501120230009700  
DEMANDANTE  DAMARY SÁNCHEZ LOZANO 
DEMANDADOS CONTESTACIÓN A DEMANDA DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 

DERECHO 
 
 
MIGUEL ARTURO YAÑEZ QUENGUAN, mayor de edad y vecino de Medellín, identificado con cédula de 
ciudadanía No. 1.214.743.393, portador de la Tarjeta Profesional No. 369.588 del Consejo Superior de la 
Judicatura y correo electrónico myanez@udemedellin.edu.co, actuando en calidad de apoderado especial de la 
UNIVERSIDAD DE MEDELLÍN, Institución de Educación Superior no oficial, de utilidad común y sin ánimo de 
lucro, con personería jurídica reconocida mediante Resolución 103 de 31 de julio de 1950 expedida por el 
Ministerio de Justicia, de conformidad con el poder adjunto otorgado por el Rector y representante legal de 
esta Corporación, estando dentro del término legal correspondiente, por medio del presente escrito, me 
permito dar respuesta a la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho interpuesta por la señora, 
DAMARY SÁNCHEZ LOZANO, en los términos del documento adjunto. 
 
Del señor Juez, 

Miguel Arturo Yáñez Quenguan 
Apoderado especial – Universidad de Medellín  
Dirección de Servicios Jurídicos Institucionales | Universidad de 
Medellín 

   

  

(604) 5904500  

  

myanez@udemedellin.edu.co  

  

https://udemedellin.edu.co/  

  

Carrera 87 N° 30 – 65, Medellín – 
Colombia 
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